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    Prólogo


    I. He aquí un libro de filosofía de aliento clásico. La lección de Enrique Marí se focaliza en el siglo XIX, más específicamente en las filosofías del derecho de Jeremy Bentham, Friedrich Carl von Savigny y Rudolf von Jhering. El leitmotiv se despliega en torno a la interpretación de la ley. Pero el utilitarismo, la exégesis historicista y el finalismo son considerados desde la filosofía antigua y la epistemología contemporánea, la historia y el psicoanálisis, la filología y la filosofía analítica de la acción. Se diseccionan los criterios pensados para imponer y controlar los sentidos de las normas jurídicas. Quedan develados montajes, se muestran mitologías y ficciones. El resultado del intenso recorrido puede calificarse de crítico. El método es perspectivista y comparativista. Pero poco le preocuparon a Marí las etiquetas. Este libro de espíritu jovial es un ejercicio de libertad. Es pasión por la confrontación de ideas, anhelo de chispas, encuentro con luces que opacan ilusiones de claridad. Marí recurre a los esfuerzos más notables del pensamiento iusfilosófico decimonónico para desplegar, en torno a ellos, un perspectivismo sofisticado, erudito, delicado. Ese perspectivismo, sin embargo, confronta, esgrime afán adversativo incansable, escapa a la departamentalización del saber, se detiene en detalles que pronto se descubren relevantes. Detalles en los que lector halla indicios de cómo el entusiasmo guiaba el trabajo intelectual de Marí. Es libre al pensar y al escribir, al interrogar y poner en crisis una tesis, una posición que es jaqueada desde un emplazamiento que remite a otro. En ese diferendo filosófico se van talando esfuerzos, pujas por imponer determinación (fórmula, algoritmo, fundamento o valor) sobre reglas en las que late la indeterminación. Hay una ética en ese criticar que desata ataduras. No importa que pretenda garantizar la justicia, o que se predique la sustitución de esa vaporosa justicia por la felicidad: se desgrana la pretensión del felicific calculus, se muestra lo velado por las racionalizaciones teleológicas, se localizan intersecciones entre comprensiones hermenéuticas y explicaciones causales, se contextualizan criterios. Así se perfila el pluralismo de Marí, tensando esfuerzos lúcidos, acosando lo molar de las ideas de ley y los modos de interpretación que propician.


    II. ¿Cómo el pasaje de la “conciencia del pueblo” a la “conciencia de la comunidad de especialistas” reconfigura la filosofía, ejemplificada en la filosofía del derecho? En esas dos figuras se condesan tribunales diferentes, pretensiones de justificación, retóricas y estilos de racionalidad escindidos, cada cual dotado de una mitología, de un imaginario que nubla al otro. “Pueblo” y “especialista”, sin embargo, se solapan hasta quedar exhaustos en la escena crítica que erige Marí. Tejida de tensiones, atravesada por conflictos de intereses, Marí se detiene en la finalidad. Bucea y nada, excava en Aristóteles, atenaza a David Ross y a Alf Ross, a Max Weber y Norbert Elias, a Hans Kelsen y Sigmund Freud, a Niklas Luhmann y Jürgen Habermas, a Roberto Vernengo y Carlos Nino, y nos lega una visión de la aleación oxidada y cada tanto coloreada nuevamente con la que se pretende lanzar derecho y clavarlo sin falla en el blanco: tal es el artificio onto-teo-teleológico, la punta de lanza esculpida con invocaciones a la razón, la flecha revestida de ética positivizada. La conciencia del filósofo se disemina sobre un fondo de negatividad: indeterminación y afán de determinación, afectos, pasiones y poética en el despliegue crítico del orden, de las pretensiones de calcular, de asegurar. Martilla fórmulas, reactiva los compuestos de las recetas dictadas, las hunde y observa cómo reflotan restos de la voluntad del legislador, de la dogmática del jurista, de la conciencia del pueblo, de la pureza de la razón, de la crítica a la interpelación ideológica y la estructuración inconsciente. Abre una galería de salas desde donde se disipan referencias espectrales. Marí ofrenda lo que queda de esas voluntades de reconocer y adscribir fines y causas, expone cómo parecen de otro tiempo y aparecen desde otro mundo; y cómo, detrás de renovadas máscaras, persisten, siguen actuando. Eso que queda, depurado de esencia, tiene la potencia de la plasticidad. Eso que queda, apenas lo que aún no se escurrió de las manos, menos que arena o agua: ficciones, justamente aquello que difiere de la arena y el agua, pero con lo cual también se hace masa. Con el trabajo que sostiene la libertad de pensamiento se muestra y pone en crisis la arbitrariedad de las imposiciones, la violencia que amasija. Interpretar la ley así implica -enseña esta lección- participar de la filosofía, perseverar en una ética del investigar y disponer de los sentidos sedimentados en contra de la imposición de un sentido, en la dirección opuesta al embotamiento. Tal linaje crítico y político de Marí conforma, entonces, un perfil filosófico abierto a la historia, la economía, la antropología, las ciencias sociales, la lingüística, el psicoanálisis, la epistemología, la estética y la literatura. Y de este modo, en el libro de Enrique Marí, la lucha por el derecho se convierte en ocasión que exhibe la vitalidad de la acción filosófica: rivalidad de la reflexión para la libertad del pensamiento, quizás para el alba de la autonomía. Y he aquí, en esta libertad, una finalidad que representa la ficción del comienzo radical.


    III. La filosofía, en su desenvolvimiento histórico, presenta la imagen de búsqueda y confrontación. Parece demandar los mayores esfuerzos –Husserl apeló al “heroísmo de la razón”–. Encuentra resistencia en su afuera, pero la exterioridad que enfrenta el pensar se halla también en su propia historicidad. La mirada retroactiva depura y contabiliza lo ya devenido impropio en la sucesión de pensamientos. Con lo cual, la adversidad a remontar también proviene de aquello que es condición para el pensar: se trata del peso de lo pensado, la gravitación del pasado, ése sobre el cual se sostiene el pensar presente y también aquel que se trata de distanciar mediante hiatos, silencios y amnistías, acusaciones, impugnaciones y anulaciones. Se trata, pero nunca se cierra el trato. Puede, así, no ser del todo ajustada aquella imagen, en tanto que lo filosófico es fin del acabamiento, proceso kafkiano, persistir en engranajes a los que se destinan esfuerzos para revertir lo que ellos hacen. Aprehende lo escrito, no culmina el aprender a escribir. Estudiar y buscar sin cesar, prescindiendo de todo César para discutir (separar y sacudir) todo arkhé (principio, comienzo, poder): podríamos decir, parafraseando a Jhering, que en esto se asienta el interés protegido por la tradición de la filosofía. Esta tradición imprimió su marca en Marí. Y la filosofía, de ese modo, opera un prodigio al que no es suficiente explicar por el conocimiento ni por la educación: demanda el asombro de estar en un mar de pliegos y pieles, flotando en distensiones que alojan tenues promesas de felicidad, en atención a la experiencia de dolor. Sí, también atención al dolor, que es de angustia, grito de socorro. La filosofía –quizás una patología de nuestra cultura– no cura, pero acaso su terapia sea la distancia, la interrogación de los re-medios. Entender la filosofía como rivalidad, competencia de pensamientos, conflicto de interés, de pasiones, tensiones entre la autoridad del pasado y el horizonte crítico no debería olvidar aquello otro, poner entre paréntesis, abstraer como flotar inútil (la litis referida a la protección del interés autárquico: idea, derecho y pretensión ciertamente desconcertantes en el encadenamiento del ser que presupone dependencias mutuas). La cuestión que se presenta, entonces, es cómo evitar que se arrase una tradición, que se la reprima en el desierto del olvido, que se abone con ello el arrasamiento, que se agobie lo que apenas perdura como imagen de lo pensado. Marí esboza suavemente un camino: sin que se aplanen ideas, cultivando el trabajo intelectual hasta que afloren críticas, velando por el retorno del estudio y la crítica. En ese ciclo se notará la supervivencia de una fracción de aquellas ideas criticadas por lo que emerge como pensamiento propio. Así las cosas, en las grandes corrientes que parecían enfrentadas por posiciones irreductibles se reconocen convergencias, vuelven a reproducirse cuestiones porque, a pesar de sus modalidades, constituyen expresiones de un mismo juego. Esta lección filosófica puede extraerse del debate entre los partidarios del método exegético y los impulsores del finalismo: las cuestiones vuelven a exhibirse, porque las fórmulas dispuestas, dejando a salvo matices, son complementarias. “Voluntad del legislador” o “legislador racional”, en cualquier caso mitos (Vernengo y François Ost), ficciones (Marí las considera ficciones del “como si”, es decir, medios del conocimiento que cumplen una función práctica y, en consecuencia, ideológica). Queda, claro, la opaca cuestión de la superación en filosofía, cuestión ardua que emparenta en un mismo aire familiar a Wittgenstein con Hegel, a un libro de Wittgenstein con otro de él mismo, a un Jhering con otro Jhering.


    IV. Espiral de la reproducción, en la problemática de la interpretación de la ley, de las mismas dificultades teóricas planteadas ante la paradoja escéptica de seguir una regla (según la conocida lectura que realizara Saul Kripke de una sección de Investigaciones filosóficas de Wittgenstein). Es ésta la cuestión a la que ciertas formas de pensamiento contemporáneo intentarán imprimirle un giro fundamental, aunque plural y alejado del fundacionalismo. Este giro en la doctrina interpretativa está íntimamente ligado a las transformaciones culturales. Un giro deconstructivo, destructivo del logo-falo-centrismo, otro giro holista y constructivo con el que se persigue el equilibrio reflexivo, espirales que anhelan respuestas correctas, disconformidades que asumen fracasos y reintentan, en fracasos mejores, que la crítica perdure como búsqueda sin fin de distancia correcta. La heterotopía de la filosofía, esa diversidad se muestra en la construcción de paréntesis reflexivos: ante la dicotomía “normatividad o racionalidad” se discuten caminos que se hacen al interrogar, se trasponen disecciones (la materia indeterminada y los dispositivos determinantes, por caso). En esa suspensión en la que trabaja la filosofía, ideas e historias se repasan y edifican –y erosionan– analíticas de la singularidad y la conceptualización, de la experiencia y la imaginación. Desde esta tarea, para Marí, el tipo de selección que realiza el jurista suele ser empobrecedor: “no basta –sostiene al comenzar el primer capítulo de La interpretación de la ley– con considerar solamente el vínculo entre el recurso interpretativo y la norma interpretada, sino que hay que atender a una franja más compleja y comprensiva como la estrategia argumentativa global de la que ese recurso es parte integrante, y a otro conjunto de factores que han sido objeto de extensos debates en la teoría del derecho: los antecedentes históricos de la legislación, los contextos políticos, económicos y sociales en que se inscriben las normas jurídicas, los problemas lingüísticos de las normas, el sistema de creencias y valores que forman la matriz de todo acto hermenéutico, y la evolución contemporánea de la sociedad, el Estado moderno y las cambiantes funciones de sus sistemas judiciales. Todo acto interpretativo es un acto complejo, aun cuando los juristas, al escoger sus guías interpretativas parezcan o resulten poco rigurosos, y los jueces y funcionarios administrativos, al emitir sus decisiones o interpretaciones operativas, den la sensación de hacerlo sobre la base de intuiciones o vagos sentimientos de justicia”.


    V. En la producción filosófica de Enrique Marí, La interpretación de la ley aparece contemporánea a Elementos de epistemología comparada (publicado en Buenos Aires, 1990, por la editorial Punto Sur y la Comuna de Puerto General San Martín, pero su manuscrito ya lo puso en circulación en 1987), y a varios de los artículos de la recopilación Papeles de filosofía (… para arrojar al alba) (Biblos, Buenos Aires, 1993), en particular “Racionalidad e imaginario social en el discurso del orden”, formulando ideas que serán especialmente desarrolladas en la Teoría de las ficciones (Tesis Doctoral presentada en la Facultad de Derecho, UBA, defendida y aprobada el 20 de abril de 2001, meses antes de su fallecimiento). La interpretación de la ley es el resultado de una investigación que Marí culmina en 1988. Publicó algunos fragmentos de ella, como los contenidos en los capítulos “La interpretación de la ley. Análisis histórico de la escuela exegética y su nexo con el proceso codificatorio de la modernidad” y “Causalidad y teleleología. Intersección del pensamiento de Hans Kelsen con el positivismo jurídico y la teleología de Rudolf Ihering. Un ejercicio de epistemología comparada” (ambos en la compilación de Enrique Marí y otros, Materiales para una teoría crítica del derecho, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1991), y en el artículo “Rudolf von Ihering y la interpretación finalista de la ley” (aparecido en la revista Lecciones y Ensayo, Nº 67 y 68, Facultad de Derecho, UBA, 1997). Esperaba ver este trabajo editado como libro.


    VI. Desde que impulsamos la publicación de La teoría de las ficciones (Eudeba/ Departamento de Publicaciones de la Facultad de Derecho, UBA, 2002, con prólogo de Harald Weinrich), acariciábamos el proyecto de publicar La interpretación de la ley. Con Cuca, Silvina y Gonzalo Marí –su mujer e hijos, “sin los cuales, decía Marí, nada me sería dado mirar”– lo concebimos como otra instancia para recordarlo, para preservar la intensidad de su pensamiento en el décimo aniversario de su muerte. Con el vigoroso apoyo de la Facultad de Derecho de la UBA, expresado desde el año 2010 por su decana, Mónica Pinto, y la directora del Departamento de Publicaciones, Mary Beloff, la publicación ha logrado finalmente materializarse. Sin el compromiso de Cuca, Gonzalo y Silvina, este libro –como otras actividades realizadas en el marco del Seminario Permanente Enrique Marí de la Facultad de Derecho (UBA), con la coordinación de Florencia Santágata, y también sostenidas por el grupo de investigación Ubacyt que, desde su conformación en 1998, sigue caminos abiertos por Enrique–, estos papeles de filosofía no habrían podido ser arrojados al alba.


    Claudio Martyniuk


    Profesor de las Facultades de Derecho y de Ciencias Sociales (UBA)

  


  
    Introducción


    Desde muy antigua data, la interpretación de la ley es una cuestión crucial que divide el pensamiento jurídico en diversas escuelas y tendencias.


    Esto se debe a que la hermenéutica, además de penetrar o construir el sentido íntimo de la ley, tiene como campo de referencia, directa o indirecta, un conjunto básico de problemas teóricos y prácticos, como los siguientes: la adecuada administración de justicia, la equitativa composición de los intereses en litigio, el equilibrio entre los intereses públicos y sociales por una parte, y los individuales por la otra, la pretensión de rigurosidad del discurso normativo, su reclamo de cientificidad, la lógica y la metodología del conocimiento jurídico, y las perspectivas de control del voluntarismo jurídico.


    Sin descuidar los aspectos generales de esta problemática, el presente estudio tiene por objeto los siguientes lineamientos generales:


    Primera parte: El modelo exegético de la interpretación de la ley (siglo XVIII y primera fracción del siglo XIX). El Código Napoleón y la escuela francesa tradicional. La escuela de la exégesis y las palabras de ley. Relación entre la escuela y el problema de la codificación. Los antecedentes políticos, económicos y sociales. El utilitarismo y la hermenéutica. Análisis de la fórmula: “el espíritu de la ley”.


    Segunda parte: El modelo de la interpretación finalista (siglo XIX). La escuela germánica de Savigny y von Ihering. La interpretación sistemática de la ley. La relación entre la dogmática jurídica, la noción de sistema y la interpretación finalista. Análisis de la fórmula: “la voluntad del legislador”.

  


  
    La interpretación de la ley


    (Primera Parte)

  


  
    Capítulo I


    Las dos vías esenciales en la interpretación de la Ley


    Con las expresiones, “interpretación finalista de la ley” por un lado, y por el otro, “literalidad de la ley”, aparecen a la luz dos recursos opuestos o contradictorios que los juristas emplean al fijar el alcance de las normas jurídicas, se trate de los jueces al emitir sus sentencias, de los órganos administrativos al aplicarlas, o de los profesionales en el ejercicio de sus respectivas prácticas legales.


    Tanto en el caso de estos y otros recursos interpretativos (como los argumentos a simili, a contrario sensu, a fortiori, etc.) los juristas en general no son estrictamente consecuentes en su uso, soliendo cambiar sus preferencias por uno u otro, de acuerdo con el mayor o menor grado de persuasión que les atribuyen al enlazarlas, circunstancialmente, con las características de la situación jurídica que consideran.


    Esta falta de coherencia no puede medirse sin más en términos completamente negativos. Si se trata de juzgar la labor de los juristas es imprescindible tomar en cuenta que, en última instancia, lo que buscan es convencer, persuadir, seleccionar vías de razonamiento en apoyo ya sea de sus decisiones o de sus valoraciones. En este sentido, la selección de uno u otro recurso, argumento, o guía interpretativa no es aislada sino dependiente e integrada a las tácticas argumentativas más amplias que ponen en juego contingentemente frente a los problemas que consideran.


    Esto no quiere decir, sin embargo, que el dominio de interpretación de la ley sea un lugar indeterminado, azaroso, elástico y laxo en grado tal que sólo predomine la libre voluntad del intérprete, que cualquier interpretación resulte válida, y donde no existan criterios de ninguna naturaleza. Muy por el contrario, lo que quiere decir es que en el examen del tipo de selección que realiza el jurista no basta con considerar solamente el vínculo entre el recurso interpretativo y la norma interpretada, sino que hay que atender a una franja más compleja y comprensiva como la estrategia argumentativa global de la que ese recurso es parte integrante, y a otro conjunto de factores que han sido objeto de extensos debates en la teoría del derecho: los antecedentes históricos de la legislación, los contextos políticos, económicos y sociales en que se inscriben las normas jurídicas, los problemas lingüísticos de las normas, el sistema de creencias y valores que forman la matriz de todo acto hermenéutico, y la evolución contemporánea de la sociedad, el Estado moderno y las cambiantes funciones de sus sistemas judiciales.


    Estos debates son indicadores de la complejidad del acto interpretativo. Todo acto interpretativo es, efectivamente, un acto complejo aun cuando los juristas al escoger sus guías interpretativas parezcan o resulten poco rigurosos y los jueces y funcionarios administrativos al emitir sus decisiones o interpretaciones operativas, den la sensación de hacerlo sobre la base de intuiciones o vagos sentimientos de justicia. (1)


    Apelar a esas reflexiones y debates es importante tanto desde el punto de vista teórico como práctico. Desde el punto de vista teórico, la interpretación de la ley se relaciona, como fuera dicho, con el ideal de racionalidad del Derecho, con la pretensión de rigurosidad del discurso normativo y su reclamo de cientificidad, con la lógica y la metodología del conocimiento jurídico y social, con las perspectivas de controlabilidad del voluntarismo jurídico, con la fuerza explicativa y el valor predictivo de las teorías y discusiones que se han elaborado en esta región.


    Una cuestión conexa con la interpretación de la ley, punto de conflicto entre posiciones tradicionales y modernas, se remite al papel, la función y la estructura del aparato judicial, al tratar de responder a la siguiente pregunta: ¿qué hacen, en realidad, los jueces (y los organismos administrativos) cuando deciden los casos según sus competencias y jurisdicciones? La respuesta a este interrogante dio origen a una viva polémica, emparentada con la interpretación de la ley entre quienes ven en la función judicial una simple operación de aplicación de las normas y los que aprecian en ella una transparente función creadora del Derecho.


    En esta polémica (aplicación del Derecho/creación del Derecho) la interpretación literal de la ley se vincula estrechamente con la primera alternativa, mientras que la interpretación finalista obtiene apoyo adicional de la tendencia que ve en lo judicial una labor creativa del Derecho.


    De la interpretación de la ley se siguen también muchas consecuencias y efectos prácticos, sobre todo cuando una determinada concepción interpretativa producida por un órgano judicial o administrativo no es pacífica, sino controvertida. Es sabido que todo caso está sujeto a múltiples enfoques y que, de acuerdo con el prisma de lectura que se aplique, la crítica de las decisiones judiciales o administrativas puede considerar a éstas como legítimas, adecuadas y propias del radio jurisdiccional atribuido, o bien excedentes de este marco, arbitrarias e, incluso, generadoras de responsabilidad.


    Las consecuencias y los efectos prácticos de la hermenéutica, el que ésta sirva como punto de referencia de la bondad de decisiones judiciales y administrativas, constituyen una prueba más de la incidencia y complejidad de todo acto interpretativo.


    Para analizar la controversia entre las dos alternativas rivales (interpretación literal/interpretación finalista de la ley) corresponde comenzar con los antecedentes históricos de la materia, uno de los factores que integran la red contextual de la interpretación.


    
      
        



        1 En la teoría del Derecho se suelen distinguir dos tipos de interpreta­ción, la operatoria y la doctrinaria. La interpretación operatoria es la que realizan los jueces y los organismos administrativos, al fallar los primeros y decidir los segundos, los casos sometidos a sus respec­tivas jurisdicciones. La doctrinaria es la que producen los juristas en sus textos científicos, es decir una interpretación que, aunque de gran peso, no es vinculante como la primera. En el presente trabajo, nos ocuparemos básicamente de la interpretación operatoria.

      

    

  


  
    Capítulo II


    Antecedentes históricos


    1. Derecho intuitivo y derecho codificado


    Entre los historiadores del derecho continental europeo, tendencia adoptada por nuestro sistema jurídico, se suele estar de acuerdo en distinguir la existencia, al menos, de dos grandes períodos en la evolución del derecho: el período en que el derecho no estaba escrito, y el período en que se dicta y promulga como obra legislativa, escrita.


    Este modo de periodicizar el derecho no es, desde luego, el único, pues existen múltiples maneras de proceder de acuerdo con el objeto de los estudios y los fines del análisis que se aborda. Pero en materia de interpretación del Derecho, este criterio de demarcación que lo separa según esté o no expresado textualmente, resulta quizá el de mayor relevancia para rastrear las raíces históricas de las alternativas de la interpretación literal y la interpretación finalista de las leyes.


    En el primer período, la mayor parte del Derecho encontraba su suelo en las costumbres y sentimientos populares. La tradición era para el Derecho su banco de prueba y, además, su mecanismo de transmisión de generación en generación. El modo de aprehensión y conocimiento del Derecho era francamente intuitivo, y a la intuición y al sentimiento jurídicos les estaba reservada, en efecto, la tarea de descubrirlo (o desencubrirlo, a la manera de la verdad) percibiéndolo en su fuente directa creativa y conformadora: las necesidades de la vida, las costumbres y hábitos del pueblo.


    Desde luego esta vida, costumbres y hábitos estaban moldeados en forma muy distinta de la que, desde la revolución francesa de 1789, se va a llamar, entre otros nombres, sociedad contractual, pues dependían de sistemas históricos políticos cerrados, con escasa división del trabajo en lo económico, con una tasa casi nula de movilidad social y con un régimen de poder que evolucionó desde la cadena de soberanías fragmentadas del feudalismo en la alta y baja Edad Media (siglos V a XV), hasta el poder absoluto regía las transacciones económicas entre los ciudadanos, y la lex, o derecho público, sus relaciones con el Estado. En este último estaba el Imperium, las prerrogativas autoritarias del Estado y el poder centralizado que hacía a los príncipes y reyes ad legibus solutus, o sea exonerados de las obligaciones legales lo que los facultaba a anular los privilegios medievales, a desentenderse de los derechos tradicionales y a sujetar las libertades privadas. (1)


    La consolidación de la propiedad en los términos del derecho privado o jus, tuvo como correlato en la lex, el incremento de la actividad arbitraria del monarca, la extensión de sus planes de integración territorial y la centralización administrativa.


    Si en las aspiraciones a un derecho preciso y equitativo, a la seguridad, a la racionalidad de la prueba, a la judicatura profesional están las simientes del programa de codificación que se plasmará sobre todo en el siglo XIX, mucho habrán de influir también en la convergencia hacia ese programa, la discrecionalidad, los abusos y la arbitrariedad sin límites del poder absoluto y concentrado, al que Thomas Hobbes bautizara en 1661 con la colorida metáfora del incontrolado monstruo bíblico, el Leviathan.


    Tendremos que retener para más adelante esta conexión entre arbitrariedad de la monarquía y movimiento codificatorio de la sociedad contractual, como respuesta a la misma. Antes de especificarla, conviene no pasar por alto la presencia junto a los motivos económicos y políticos que venimos de delinear, de una dimensión jurídica específica de vital interés. Se trata de lo siguiente.


    En su traspolación del derecho romano, los comentaristas de los siglos XIV y XV se veían más concernidos por el trabajo concreto y pragmático de aplicar este derecho antiguo a las relaciones de su época, que por principios teóricos o cuestiones de filosofía jurídica. Sin embargo, el derecho romano no se adaptaba automáticamente a las condiciones que en ese tiempo se habían transformado fuertemente. Una cierta dosis de infidelidad al derecho antiguo era indispensable para los comentaristas, ya que si querían traspasarlo con carácter general, si querían universalizarlo, tenían que prescindir y recortar aquellas partes del derecho civil romano que habían perdido su actualidad por la desaparición histórica de las instituciones que primitivamente reglaban. Por ejemplo, la institución de la esclavitud. En una palabra, tenían que evitar toda contradicción con la nueva situación, evacuando de la aplicación del derecho civil romano todas sus normas particularistas y de especificidad históricamente restringida.


    Max Weber, en Economía y Sociedad, describe el peso propio de este hecho en la marcha hacia la futura codificación de esta manera:


    Pero debido a la aplicación de ese derecho a hechos jurídicos enteramente diversos, desconocidos por la Antigüedad, se planteó la tarea de construir el hecho jurídicamente, sin contradicción ninguna, y esa preocupación pasó casi de modo absoluto al primer plano y, con ella, apareció la concepción del Derecho ahora dominante, como un complejo compacto de “normas” lógicamente exento de contradicción y de lagunas, que debe ser “aplicado”, y esa concepción resultó ser la única decisiva para el pensamiento jurídico. (2)


    Por imperfectos e incompletos que resultasen los sistemas legales, que vendrían a sustituir a los derechos consuetudinarios, salvo en el dominio anglosajón del common law, donde siguieron prevaleciendo las costumbres, están en ellos, aunque in fieri, todos los tramos de una racionalidad formal requirente y preanunciadora al mismo tiempo de la codificación decimonónica: complejo compacto normativo, consistencia lógica y ausencia de contradicción entre las normas, inexistencia de lagunas en un derecho que se presupone herméticamente cerrado y autosuficiente.


    En cada uno de estos tramos existe el mismo foco de atracción, a saber, el valor seguridad jurídica, repartido en dos registros, el económico y el político. En lo económico, seguridad en las transacciones contractuales entre los agentes de relaciones mercantiles que en ese momento habían alcanzado ya una cierta densidad en su grado de desarrollo. En lo político, seguridad en las relaciones que esos mismos agentes, como súbditos, reclamaban del poder público del estado monárquico, completamente deficitario en este aspecto. La distribución equilibrada de los pesos de poder no era exitosa en el Estado Absoluto. Mientras los monarcas se esforzaban por preservar, y de ser posible, petrificar la influencia de las élites monopolistas, como condición de reforzamiento de su propio poder, se desconsideraba en términos políticos el ascenso económico y social de los comerciantes y manufactureros que crecían en los burgos y en las ciudades.


    La transcripción jurídica sistemática se emprendió también, como explica el mismo Weber, en interés de la seguridad jurídica como medio de solución de los conflictos sociales. Las capas que en el pasado habían sufrido más por la inexistencia de normas fijas y accesibles a la generalidad, fueron las que más lucharon por esa transcripción, para ver protegidos sus intereses mediante el control de la aplicación del derecho. Por ejemplo, “las capas campesinas y burguesas frente a los nobles y a la justicia de honoratiores dominada por los nobles, o frente a la aplicación sacerdotal del derecho, que era la situación típica de la antigüedad”.


    Un derecho con características epigramáticas y oraculares, con resoluciones proféticas, con mezcla de imperativos religiosos y cívicos, no aseguraba claridad y univocidad a los distintos intereses en pugna. De ahí el reclamo o la expectación, que se mantendrá latente y no realizada a lo largo del período preindustrial, por derechos inequívocos, por garantías formales, por ensanche y multiplicación de las limitadas franjas del consumo legal de los beneficios, contra el arbitrio administrativo irracional, contra las interferencias de los privilegios concretos, contra la imprevisibilidad en la jurisdicción y los mecanismos de funcionamiento de los órganos de decisión de los conflictos.


    Esta tendencia hacia la racionalización jurídico-formal estuvo inserta en un haz de innovaciones institucionales. Del Rey de cuño-caballero medieval, al Rey renacentista de cuño-borbón, hay cambios básicos de existencia social. Con este último se vincula el advenimiento de ejércitos prenacionales (aunque el papel central estuviese desempeñado por una masa de mercenarios extranjeros); burocracia administrativa caracterizada por la venta de cargos como medio indirecto de la corona de obtener rentas de la nobleza y la burguesía mercantil; impuestos y gabelas de renta feudal central y local; mercantilismo comercial ávido de suprimir barreras particularistas y unificar un mercado interno integrado, y diplomacia con relaciones interestatales protegidas por el nuevo concepto de extraterritorialidad. (3)


    Por lo que vimos, no hay que creer, sin embargo, que esa tendencia hacia la racionalización haya sido uniforme y homogénea y motorizada por el poder real en una sola dirección. En verdad, se trató de eso, de una tendencia, no siempre acompañada de sus relativas correlaciones materiales y, además, inserta en un proceso contradictorio y a veces antagónico según el estado de las fuerzas dispuestas por los actores en el dispositivo del poder.


    Así, frente a los resabios feudales y los privilegios estamentales (nobles, eclesiásticos, magistrados de toga, arrendatarios de impuestos), los monarcas, según las circunstancias, no dejaron de oponer un determinado interés en el dominio creciente de la igualdad jurídica formal con otras capas inferiores, y la emisión de normas objetivas. A los “privilegios”, los monarcas opusieron los “reglamentos”, con lo cual igualdad jurídica formal, normas objetivas e intereses del monarca, formaron un solo bloque en la lucha de éste con la nobleza. Pero cuando estas capas inferiores, es decir los súbditos antinobiliarios, reclamaron garantías y derechos subjetivos ante la justicia y contra el ilimitado arbitrio del poder absoluto, el príncipe supremo se apoyó en intereses sociales y económicos de grupo y aseguró su propio juego fiscal y político.


    Norbert Elias, en La sociedad cortesana, explica muy bien este juego de tensiones:


    Respecto del escalafón de los rangos y de la posición en esta sociedad llena de rangos había contraposiciones de valores de la más variada índole. El sistema entero estaba repleto de tensiones y dominado por innumerables rivalidades entre hombres que buscaban conservar su posición bien limitada respecto de los que estaban abajo, y quizá también mejorarla respecto de los superiores, mediante un corrimiento de las fronteras. De todas partes saltaban las chispas. Pero aunque grupos de intelectuales cortesanos empezaron a cuestionar el sistema mismo de privilegios, la masa de los privilegiados continuó aferrada a su configuración de sociedad cortesana, como se mostrará todavía. Entre tanto hubo innúmeros conflictos y tensiones respecto de los privilegios particulares, pero la amenaza contra los privilegios en cuanto tales significaba para la mayoría de los privilegiados un peligro global para aquello que, en su sentimiento, daba sentido y valor a su vida. Como en otras sociedades, también en la absolutista de Francia hubo enclaves destinados a los hombres que buscaban su autorrealización apartándose de los campos donde se situaban estas centrales oportunidades de valor, y de los hechos competitivos por tales oportunidades. Los monasterios y algunas otras posiciones eclesiásticas ofrecían la posibilidad del apartamiento y el retiro. Pero, a su vez, abrían con frecuencia el camino a otras formas de competición por el status y el prestigio. (4)


    En este juego de tensiones interestamentales e interindividuales dentro de cada capa o estamento, lo que faltaba era la coincidencia de los reglamentos y algunas normas objetivas –que el Rey dictaba sobre la base del oportunismo y del estado de esas tensiones– con la existencia de derechos subjetivos (generales) garantizados. Esta garantía, el correlato puntual entre las normas y reglamentos con los derechos subjetivos, no arribará sino con la sociedad contractual y la transformación revolucionaria del siglo XVIII. Más aun: esta coincidencia será lo específico y propio de una codificación, artefacto del sistema liberal e industrial.


    Al aproximarnos a este siglo, y en el umbral de la revolución que habrá de cancelar y liquidar el Antiguo Régimen, las expectativas por una pronta codificación estaban, en efecto, en el aire de los tiempos.


    Hemos pasado revista a los precedentes jurídicos, políticos y económicos, siendo de distinguir no menos de dos pasos en la evolución. En el primer paso, de lo jurídico, la necesidad de aniquilar los resabios del sistema legal feudal se tradujo en la disolución de los vasallajes y el señorío fragmentado, sustituyendo los estamentos por reglamentos en favor de la corona. En el segundo paso, se asistió al reciclaje de estos reglamentos por la exigencia de normas jurídicas de igualdad formal, seguras y claras.


    En lo político, el fortalecimiento de la cúspide social en la monarquía centralizada y, luego, la ruptura de la continuidad estructural de este poder.


    En lo económico, apertura primero de los intereses mercantiles y la manufactura urbana, y luego expansión del comercio y la industria, extinción completa de la gleba y desahogo de las relaciones mercantiles, mediante la ruptura de sus lazos rígidos con la coerción político legal tradicional.


    Este proceso de liberación fue sobredeterminado jurídicamente con el Edicto de Turgot y la ley Le Chapelier, en Francia, que prohibieron las corporaciones y los reglamentos de los gremios, hiriendo de muerte la forma artesanal de producción, y facilitando la libertad de trabajo.


    El cambio de contexto de las monarquías renacentistas a la sociedad contractual, transfiere la frase de Ulpiano “la voluntad del príncipe tiene fuerza de ley” a un ideal constitucional de igualdad formal y formalizada.


    Este ideal formal y formalizante no pudo tener otro receptáculo más natural que la codificación, que las leyes sistematizadas en códigos, porque son a ellos a los que se va a atribuir seguridad jurídica, orden en la regulación, calculabilidad y previsibilidad en los derechos, estabilidad en los mercados, moldeamiento de las relaciones de intercambio en una recién llegada economía monetaria con necesidades diferenciadas, y una existencia que en nada se sujeta a la posesión tradicional del suelo.


    Es cierto, y lo vimos, que el poder monárquico fuerte y duradero, no era incompatible con la codificación. Que, por el contrario, la codificación era una tendencia ya inscripta en el poder principesco orientado a la unificación del derecho. Tendencia de sistematización que Max Weber llamó tendencia a “la codificación”:


    El príncipe quiere “orden” y quiere la “unidad” y armonía de su reino. Y esto por una razón que deriva tanto de necesidades técnicas de la administración, como de los intereses personales de sus funcionarios: el poder emplear indistintamente sus funcionarios en todo el ámbito de su autoridad, es hecho posible por la unidad jurídica y ofrece a los mismos funcionarios oportunidad de hacer carrera. De este modo, dichos funcionarios ya no se encuentran limitados al distrito de su origen, ni exclusivamente sujetos al derecho de éste. Por regla general, los funcionarios aspiran a la “claridad”; las capas burguesas a la seguridad de la aplicación del Derecho.


    Pero se trataba de una codificación estrechamente circunscripta a los intereses fiscales y técnico-administrativos del príncipe, y a los intereses de sus funcionarios que van a resultar así portadores de un tipo particularizado y no generalizado de codificación, no excluyente de la arbitrariedad hacia los súbditos. Basta recordar, sobre esta arbitrariedad, respecto de la libertad de los individuos que la lettre-de-cachet, el más temido instrumento individual de detención de las personas, perduró en Francia hasta la caída de los Borbones, siendo precisamente la arbitrariedad primitiva una de las causas más reveladoras del requerimiento de codificación penal, lo que va a acometer el sistema liberal de Cesare Beccaría. (5)


    Es esta arbitrariedad en todos los órdenes, lo que intentará bloquear el nuevo modelo de codificación ligado no ya con los intereses individuales del príncipe, sino con lo que los hombres de las luces –que vieron una ecuación entre el derecho y la razón entendida iusnaturalistamente–, siguiendo a Rousseau, llamarán la “voluntad general”.


    La protección de los intereses restrictos no entrará ya en las raíces del modelo de codificación contractual.


    La confianza que se deposita ahora en los códigos, radica en su posibilidad de actuar como mecanismos de libertad y expansión de los mercados, mecanismos de anulación de los tabús sacramentales y las asociaciones estamentarias o gremiales monopólicas de orden cerrado, mecanismos, en fin, de embarazo y trabas a la reproducción de abusos con resonancias del imperium.


    Todo el honor del programa de la nueva codificación se instala en esta línea: lograr por y en las leyes sistematizadas, obtener por y en los códigos, el mayor incremento posible de consensualidad, de libre contratación, y de penalidades y convenios racionales.


    Esta línea está conformada por un sólo tejido: la Razón. Razón en reemplazo de la autoridad divina que era el referente de legitimación del poder según la concepción descendente (el poder desciende de lo alto a lo bajo), que circuló desde el imperio carolingio hasta la edad moderna. (6)


    Razón cartesiana, absoluta, que atraviesa la historia sin que la embarace ningún relativismo. Por el contrario, ella es constitutiva, la que pone las condiciones del pensamiento y la historia. Facultad del hombre, erigida ahora en fuente inmanente y no trascendente de legitimación del poder. Razón continua y evolutiva en la que se inscribirá la idea iluminista del progreso indefinido propia de los enciclopedistas y los hombres del Aufklarung, y razón a la que deberán ajustarse los derechos positivos, legislados, si quieren merecer el carácter de tales, o sea condición de validez. Para este iusnaturalismo racionalista, en efecto, el derecho es un producto de la razón constante y ahistórica, porque atraviesa todas las historias. Patrimonio de bases universales (todos los hombres son iguales ante la ley) y racionales.


    Pero la razón absoluta también tiene sus astucias históricas, ya que será precisamente en función de las circunstancias históricas de la nueva sociedad, que en la polisemia de lo racional pronto va a predominar el concepto de razón en el sentido matemático, sentido científico, de proporción, de medida y de cálculo. El concepto metafísico de razón dejará su lugar en el siglo XIX –con el arribo del positivismo y el utilitarismo– al concepto científico-cognoscitivo de razón calculadora. El cálculo, la previsibilidad, la seguridad, serán las notas de un derecho y las propiedades esenciales de códigos justos, debiendo entenderse por justos no sólo o quizá no tanto en el sentido de justicia de la razón metafísica, sino en el sentido de “ajustados” jurídicamente a la evolución de los intercambios económicos y sociales.


    ¿Puede extrañar entonces que paladín de la nueva codificación haya sido uno de los creadores del positivismo jurídico (en su versión imperativista) y jefe de fila del utilitarismo filosófico y económico, Jeremy Bentham?


    Conviene precisar en qué sentido, uno de los hombres de las entrañas del Iluminismo, interlocutor de David Ricardo, maestro de John Stuart Mill, crítico de Adam Smith sobre la ley de la usura, político del radicalismo liberal inglés, es decir de un país de derecho no legislado, obró en favor de la codificación. Para ver luego, en qué sentido, la codificación y los códigos del siglo XIX, con todo lo que a ellos se adscribe, constituyen el locus donde prende raíz una de las alternativas hermenéuticas, la interpretación literal de la ley.


    2. La codificación del siglo XIX. Jeremy Bentham y la interpretación de la Ley


    El desarrollo de las diversas cuestiones históricas que precedieron el movimiento de la codificación que estalla en el siglo XIX nos permitió ilustrar el sentido y los motivos que están a la base de ese movimiento. En un segundo paso, la codificación nos permitirá hacer transparentes las razones de la interpretación literal. Cómo, por qué, y en qué contexto nace esta herramienta conceptual interpretativa.


    Si entre los distintos representantes del movimiento codificatorio, hemos escogido uno perteneciente al área del common law, no es producto del azar. Tiende a demostrar cómo incluso en un área en que el derecho no es legislado, la codificación como modelo de intervención normativa del legislador, no dejó de atraer a importantes representantes de la cultura jurídica de fines del siglo XVIII y XIX.


    Esta atracción no se desarrolló sin fuertes confrontaciones y polémicas, por lo general entre los sectores conservativos y los políticamente liberales de Inglaterra. En su obra The English Utilitarians, Leslie Stephen pasa revista a algunos de los puntos que formaban ese cuadro.


    Una frase del Dictionary of National Biography, atribuida a sir Josiah Child, veía a las leyes como un conjunto de sinsentidos, compilados por unos pocos ciudadanos ignorantes que si difícilmente conocían cómo hacer buenas leyes para el gobierno de sus propias familias, mucho menos lo sabrían para regular las compañías y el comercio extranjero. La legislación parlamentaria de la centuria era –para Child– obra de amateurs no de especialistas, era obra de una asamblea de hombres más interesados en cuestiones de política o de intriga personal que de principios generales.


    Para otro conservador, William Blackstone, parlamentario de gran nivel académico, contradictor de Bentham, el derecho representaba the wisdom of our ancestors, la sabiduría de nuestros antepasados, el sistema de los primeros principios en el que reposa el orden total de las cosas, a mirar como el encapsulamiento de la recta razón. Retórica iusnaturalista y apoyatura en la tradición, que no podía agradar ni al positivismo de Bentham ni a su liberalismo.


    Para Bentham las cosas eran claras: si el common law se apoyaba en la tradición de los precedentes, cualquier cambio requerido por el desarrollo de condiciones sociales nuevas tenía que ser hecho bajo la pretensión de que se aplicaban viejas reglas, a las que se suponía ficticiamente encontrarse en vigencia. No era otra cosa lo que había dado origen al sistema de derecho creado por los jueces, the judge-made law, al que Bentham identifica con todo el vigor de una denuncia.


    En esta denuncia había implícitas otras cuestiones polémicas. En primer lugar, si los ciudadanos (legisladores) eran incompetentes para entender la regulación de los negocios comerciales, como afirmaba Child, el vacío tenía que ser llenado por los jueces (en su práctica totalidad, pertenecientes a las capas aristocráticas y al partido conservador de los Whigs), y el sistema completo de derecho podía hacerse coextensivo con un sistema de élite. Entre otros, el profesor Dicey ya había dado ese paso: “Nuestra constitución, afirma, es una constitución hecha por el juez y portadora en su rostro de todos los rasgos, buenos y malos del judge made law”. En segundo lugar, los juristas entraban a título de “expertos” en este juego, y así crecía un régimen secreto, oracular y transitado por ficciones que ellos, únicos conocedores del derecho, producían como representantes de lo que Bentham llamó “los intereses siniestros”, entendiendo por ello los intereses de las capas dominantes y sus agentes juristas.


    La lucha por la codificación tiene, por ende, en Bentham todas las resonancias de una lucha por ampliar el derecho y sus garantías más allá de las capas y sectores del poder cristalizado, y se inscribe, en una lucha política mayor contra beneficios sectoriales y privilegios, y en pro de múltiples libertades. (7)


    Francois Ost, en un reciente y documentado artículo, “Codification et temporalité dans la pensée de J. Bentham” (8) da evidencias de esto, al advertir que para Bentham el código se define más que por sus rasgos conceptuales y formales, por su valor de instrumento de reforma utilitarista, cuya conocida fórmula debía presidir toda la legislación: “la mayor felicidad para el mayor número posible”.


    Consecuente con las profundas reformas de la época, que hemos historiado antes, esta función de reforma del derecho debía traducirse en la liquidación del antiguo régimen y en la promoción de una formación social democratizada, que la transformación consuetudinaria y el conservatismo de muchos parlamentarios, jueces y juristas no estarían en condiciones de alcanzar.


    Es sabido que Bentham trabajó intensamente y por un largo período en este proyecto de codificación y reformas legislativas y que, por sí o por Dumont, el ginebrino traductor de sus obras al francés, ofreció redactar códigos a los más diversos gobiernos de Europa y América, esta última en pleno proceso revolucionario. En 1809, Dumont ofreció codificación al emperador de Rusia y en 1817 se comprometió a brindar el mismo servicio para Ginebra. Algunos años estuvo empleado en esto, logrando introducir el Código Penal benthamita, el famoso Panóptico y una aplicación particular de las Tácticas Legislativas. España y Portugal consultaron a Bentham en 1820 y 1822, a través del partido constitucional.


    Las ofertas de códigos de Bentham se expandieron rápidamente. En Estados Unidos, interesó al estadista Madison en un Pannomion o cuerpo completo de leyes. Otro de sus discípulos, E. Levingston, preparó el código del Estado de Louisiana. En ocasión de planear un viaje a América Central, escribió a Mulford, en 1810: “Si voy allí será para hacer algún negocio de mi profesión, para elaborar un conjunto de leyes para esa gente que, junto con otras colonias sudamericanas se han aprovechado de la época y han sacudido el yugo español”. (9)


    En 1948, al festejarse en la American Economic Association el centenario de la publicación de Principios de Economía Política de John Stuart Mili, Jacob Viner escribe “Bentham and John S. Mill: the utilitarian background”, (10) donde percibe con claridad que las raíces de Bentham anclan en el iluminismo del siglo XVIII, consistiendo precisamente su importancia en el siglo XIX en haber traducido las ideas del siglo anterior en un programa de reforma social.


    La innumerable cantidad de reformas promovidas por Bentham validan el criterio de Viner: sufragio popular incluyendo el voto femenino, libertad de comercio, de palabra y de prensa, legalización de los trade unions, rechazo de las leyes contra la usura, registro de los títulos de propiedad, prevención de monopolios en la profesión médica, propuestas propulsoras del control de la natalidad antes de que Robert Malthus escribiera su famoso Ensayo sobre el principio de la población, mejora de la condición carcelaria, colección de estadísticas, justicia libre para los pobres, abolición de la esclavitud, todo ello sin contar con la dimensión de sus trabajos de tecnología, donde actuó como ingeniero social, inventor y elaborador de productos modernos.


    En el conjunto de todas estas reformas, ¿cuál es la razón por la cual la reforma legislativa y la codificación ocuparon un lugar tan relevante al punto que llegara a hablarse de él como de un nuevo Solón, o del “legislador del mundo”?


    W. Stark, al prologar los Escritos Económicos de Bentham, da esta explicación:


    Al asomarse al cambiado escenario, había una pregunta importante que, por sí mismo, se imponía en la mente del joven Bentham: si era posible y benéfico revisar y modernizar la maquinaria de la vida económica, ¿no sería también hacedero y benéfico, y más necesario e imperativo modernizar la maquinaria del gobierno, al mismo tiempo?


    Para Bentham la respuesta afirmativa a esta pregunta lo llevó a estimar que en el campo de la legislación se necesitaban nuevas técnicas, considerándose a sí mismo como el único hombre autorizado y competente para ofrecerlas a los gobiernos en forma de códigos.


    Mejora de la legislación en sus distintas ramas, creación de nuevas técnicas en el derecho legislado, racionalización del derecho, freno a la arbitrariedad del poder y de los jueces, seguridad y certeza en la aplicación de las normas, posibilidad de eliminación de sofismas y ficciones, coto al derecho ocular y secreto, claridad y precisión; he aquí todo lo que pone en juego el movimiento codificatorio motorizado por Bentham, cuyos febriles trabajos en este sentido no fueron alcanzados por ningún otro.


    La codificación era, entonces, algo más que un simple ordenamiento del derecho. Era el indicador de un movimiento progresivo de reformas, y la legislación tenía que presentarse con todo el rigor de una ciencia experimental.


    Bentham, en efecto, aspiraba a constituirse en el Bacon, y en el Newton, de la filosofía moral y jurídica. La vía por la que intentó llegar a ello, fue la siguiente: la legislación y la codificación estaban guiadas por el principio utilitario según la fórmula antes adoptada por Hutcheson, Mercier de la Roviére y el mismo Beccaría de “la máxima felicidad para el mayor número”, fórmula que Bentham cree haber descubierto en 1768 en Ensayo sobre los principios de gobierno de Priestley.


    La importancia del cambio de fórmula con respecto a toda la tradición jurídica no puede ser más significativa: la médula del derecho no es ya la justicia, sino la felicidad.


    Ahora bien, ¿cómo enlazar esta fórmula general con los contenidos y la metodología de una ciencia empírica, positiva, de tipo observacional y experimental? Bentham se vio compelido a articular un test de verificación, de tipo cuantitativo: si todo el mundo conoce lo que es la felicidad es porque todo el mundo conoce lo que es el placer y el dolor. Con estos elementos irreductibles en su mano, tuvo que dar un paso que facilitara el cómputo, proponiendo una aritmética moral, un felicific calculus, para hacer mensurable en lo real su fórmula hedonista.


    Con este “termómetro moral”, cálculo objetivo de magnitud y recuento, pretendía arrojar un puente entre su fórmula utilitarista general y el mundo de la práctica jurídica y moral, marcando entre la fórmula de la felicidad y este mundo real, una diferencia semejante a la que en las ciencias físiconaturales había entre el enunciado de que los planetas gravitaban alrededor del sol, y el enunciado más preciso de que la ley de la gravitación varía inversamente al cuadrado de la distancia.


    El utilitarismo de Bentham, principio conductor de la codificación fue, ciertamente, el ensayo de revolucionar la historia del pensamiento jurídico y moral, sobre la base de observaciones empírico-psicológicas, conforme al modelo de las ciencias hoy llamadas duras que se venían desarrollando con Kepler, Galileo, Newton y Bacon en la modernidad.


    El desiderátum benthamita de la legislación y la codificación era, a partir de este modelo de cientificidad positivo, reformar el orden social, equilibrar los intereses en pugna en forma reglada, pública y controlable con la simple vista de las leyes.
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